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CAPITULO 111

ESTUDIO DE CASO

En las comunidades indígenas de Tigua, con mucha frecuencia se ha

administrado justicia de acuerdo al sistema jurídico propio; la cual ha jugado

un papel importante, al constituir un mecanismo de control social efectivo y

ha permitido que en Tigua se cuente con autoridades propias, sin la

concurrencia de las autoridades judiciales estatales. También ha permitido

tomar conciencia de que es posible solucionar los conflictos internamente.

Para coadyuvar al mejor entendimiento de lo que es la administración de

justicia en Tigua, y cómo lo establecido en las líneas anteriores se pone de

manifiesto, traemos a colación el estudio de un caso práctico, el mismo que

nos permite apreciar esta realidad común para los indígenas, y que las

autoridades judiciales, que a pesar de haber reconocido en la Constitución,

siguen ignorando y negando estas prácticas cotidianas. Este caso es el

siguiente:

3.1. Amenaza de muerte a los dirigentes de la Organización

Uno de los miembros de Huairapungo (un sector perteneciente a la

comunidad de Zunirrumi), el señor Serafín Vega, es propietario de 3Dhas. de

terreno en los páramos que pertenecen a la comunidad, adquirido por

prescripción adquisitiva de dominio, con la complicidad de los funcionarios

del ex IERAC (hoy INDA), sin considerar que dicho predio era comunal y

consecuentemente pertenecía a todos los comuneros. Esta situación, motivó

a que los dirigentes de la comunidad de Zunirrumi presentaran una protesta

ante la asamblea, considerándolo como una usurpación, un abuso del

comunero.

El señor José Manuel Vega, dirigente de la comunidad de Niño Loma, en los

primeros días del mes de abril de 1999, plantea la devolución del predio de
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manera voluntaria, caso contrario, se recurriría a las acciones legales

pertinentes. A este planteamiento se sumaron algunos dirigentes presentes

en la asamblea, como fue el señor Hugo Licta presidente de la UNOCAT.

Esta situación molestó al propietario y llevó a la reacción de sus familiares,

quienes se consideraban legítimos dueños, mediante el respaldo de la

escritura pública.

Estas reacciones llegaron hasta la amenaza de muerte a los señores José

Manuel Vega y Hugo Licta, por parte de los hijos del señor Serafín Vega,

que responden a los nombres de Galo, Sergio y Arturo Vega Tigasi, quienes

a más de amenazarlos, empezaron a perseguirlos. Con estos antecedentes,

el día jueves 8 de abril de 1999, en la ciudad de Latacunga, ciudadela

Maldonado Toledo, el señor Galo Vega persigue al señor Hugo Licta;

arremete y causa daños a su vehículo, provocando la reacción inmediata del

ofendido, a través de las acciones que llevaron a que la dirigencia de la

organización de UNOCAT, administre justicia sobre el caso.

A continuación detallamos el procedimiento seguido en dicho caso donde

verificamos cómo, cuando los conflictos son de mayor gravedad, acuden

hasta los dirigentes de la organización de Segundo Grado o a la

Organización provincial cuando existen casos de apelación.

3.2. Procedimiento cultural

3.2.1. Willachina

Con los hechos relatados, el señor Hugo Licta acude ante los dirigentes de

la UNOCAT a presentar la acusación correspondiente, vale decir, a

presentar la demanda, consistente en el relato detallado de los

acontecimientos. Los dirigentes con conocimiento de causa, y para velar por

la integridad física de los dirigentes y los intereses de la comunidad, inician

el proceso de administración de justicia, pasando de forma inmediata a la

siguiente etapa.
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3.2.2 Tapuikuna

La UNOCAT conforma un grupo de dirigentes de diversas comunidades, a

fin de que se procedan a averiguar y conocer la verdad de los hechos; sobre

todo, para que hagan la inspección ocular del vehículo, verifiquen la

residencia y los lugares de tránsito frecuente del acusado y presente el

informe correspondiente.

Una vez cumplido este paso, el día jueves 8 de abril de 1999 localizan al

señor Galo Vega en la ciudad de Latacunga, procediendo a capturarlo y

trasladarlo hasta Tigua y pasa encerrado algunos días, hasta que sus

familiares se acerquen a la comunidad y procedan a solucionar el conflicto.

3.2.3. Chimbapurana

El día domingo 11 de abril de 1999 se llevó a cabo la solución del conflicto

en la comunidad de Yahuartoa, sede de la Organización.

En esta instancia actuaron como autoridades encargadas de impartir justicia,

el Consejo Directivo de la UNOCAT, los dirigentes de algunas comunidades,

y lo acompañaron el Comisario Nacional del cantón Pujilí, el Intendente de

Policía de Cotopaxi y el párroco de la parroquia Zumbahua.

Como acusadores actuaron los señores José Manuel Vega, Hugo Licta y

todos los miembros de las comunidades afectadas; como demandados, la

familia Vega Tigasi. A la hora fijada se instaló la asamblea para deliberar el

caso.

Como primer paso, los demandantes presentaron ante los concurrentes, de

manera detallada y concreta los hechos; luego, los demandados hicieron uso

de su defensa, presentando los descargos correspondientes.
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Acto seguido, intervinieron los dirigentes de las distintas comunidades, las

autoridades judiciales presentes y se procedió a establecer las sanciones

correspondientes.

3.2.4. Kishpirichina- Allichina

Con la deliberación respectiva, la asamblea resolvió adoptar como sanción la

indemnización de daños y perjuicios al afectado, la reposición del parabrisas

del vehículo de propiedad de Hugo Licta, que había sido trizado; el pago de

un millón de sucres; además, se impuso el castigo corporal de cuatro látigos

con los consejos ampliados por parte de los dirigentes de las comunidades,

ex dirigentes y personas mayores de la zona de Tigua. Todo esto a Galo

Vega y sus hermanos. Respecto a la posesión de las 30 Has, la asamblea

resolvió que el señor Serafín Vega debe devolver el bien a la comunidad de

Zunirrumi, previo los tramites pertinentes ante el INDA de Riobamba

(Chimborazo); gestión que hasta la fecha aún no se ha cumplido.

3.2.5 Paktachina

Una vez adoptadas las sanciones de manera obligatoria, se pasó a la

ejecución de las mismas. Este paso consistió en la redacción del acta

correspondiente, donde se hace un recuento de los acontecimientos, las

medidas adoptadas, las sanciones correspondientes, las multas, el

compromiso de los involucrados de no volver a realizar actos contrarios a las

normas y usos indígenas.

Esta acta quedó 'firmada por los dirigentes de las distintas comunidades

presentes, los dirigentes de la UNOCAT y por las autoridades judiciales

presentes; quienes actuaron como testigos y presenciaron que en las

comunidades indígenas sí es posible administrar justicia, previo los

procedimientos determinados.

En cuanto a los castigos se designó al Comisario Nacional del Cantón Pujilí,

que como autoridad imparcial en el conflicto, ejecute los cuatro latigazos. Es
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así como se solucionó el caso de la amenaza de muerte a los dirigentes de

Tigua, impartiendo justicia, aplicando la correspondiente sanción, acorde a la

satisfacción y precaución de los intereses de las partes, y sobre todo

restaurando la armonía social."

De esta manera, el conflicto se solucionó y los infractores tuvieron que

cumplir con las penas impuestas y hasta el momento no se ha conocido

reincidencia sobre el caso. El problema de la tierra se ventila en el Ministerio

de Agricultura y Ganadería y en el INDA.

~8 Actas de la UNOCAT. 11 de abril de 1999.
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CAPITULO IV

CONCLUSIONES YRECOMENDACIONES

4.1. Conclusiones

El reconocimiento de los derechos colectivos de los pueblos indígenas, y

sobre todo la concepción del Estado como una sociedad diversa,

heterogénea, pluricultural y multiétnica, permite afirmar la existencia del

pluralismo jurídico en el Ecuador, dentro del concepto de coexistencia de

dos o más sistemas jurídicos dentro de un mismo territorio. En el caso

ecuatoriano, se evidencia por la existencia y vigencia de un sistema jurídico

nacional, la presencia y vigencia de varios otros sistemas normativos

indígenas dentro del mismo territorio.

El derecho indígena y el pluralismo jurídico reconocidos en la Constitución

Poiítica del Estado, tienen un marco específico y representan un avance

significativo en el país, en tanto todo lo relativo al Pluralismo jurídico "es el

grado más fuerte en el que se plantea la reforma del Estado en su relación

con ellos (pueblos indígenas). Al reconocer la identidad cultural de los

pueblos indígenas y organizado la protección jurídica de sus derechos y

valores fundamentales se produce en realidad una nueva tradición de

derecho latinoamericana" (Ochoa:2002: 155).

Los reconocimientos constitucionales a favor de los pueblos indígenas

encaminan hacia la discusión y reorientación del sistema político, económico

y jurídico; consecuentemente la reorientación de las instituciones y funciones

del Estado, en términos de un Estado Plurinacional como es el

planteamiento del movimiento indígena ecuatoriano. Esta reorientación

política e institucional obliga al Estado a redefinir la democracia a la luz de

nuevos cambios, donde los nuevos actores sociales ejerzan plenamente los
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derechos en igualdad de condiciones y en el marco de un Estado justo,

democrático y alternativo.

Como expresa Magdalena Gómez, la "ficción jurídica de una sociedad

homogénea no se puede sostener más. Ahora corresponde al Estado asumir

una propuesta de reconstitución para dar cabida a nuevos sujetos de

derecho, que han mantenido su legitimidad y han carecido de legalidad"

(2002:242)

Por otra parte, debe quedar claro que el derecho indígena funciona de

manera autónoma como un sistema normativo propio de las colectividades

indígenas, y más no como de manera distorsionada y equivoca se ha

señalado que la administración de justicia indígena se debe a la inoperancia,

lentitud y olvido de la justicia estatal. Si bien la justicia estatal está

catalogada como tal, no corresponde solo a los pueblos indígenas cambiar

esa realidad o reaccionar a través de la justicia indígena. Los pueblos

indígenas han aplicado su propia justicia, incluso, desde antes de la

existencia del mismo Estado como Republica.

La pretensión de codificarlas el derecho consuetudinario conlleva riesgos y

no debe tener asidero como muchos estudiosos, sobre todo políticos, lo han

planteado; pues, como lo argumenta Ochoa "codificar y reglamentar un

sistema de tal naturaleza no es posible, convendría más un reconocimiento

mediante un marco de principios. Las prácticas legales consuetudinarias no

son fijas ni tradicionales, sino altamente relacionales y se transforman de

acuerdo a contextos locales, nacionales e incluso internacionales

cambiantes. Lo consuetudinario no debe ser tomado como algo puro y

ancestral. Por tanto, codificarlo tiene riesgos evidentes. La mayor crítica que

se le puede hacer es su pretensión conserveciomste estática; así, entonces,

la codificación pasa a ser camisa de fuerza, un proyecto centralizador y un

límite al desarrollo de un campo jurídico pluralista"(2002:271) En caso de

hacerlo significaría, como lo señala la Comisión de Reforma Legal
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Australiana, "una pérdida de autonomía y flexibilidad, que son atributos del

derechos consuetudinario" (Citado por Ochoa: ibidem)

No obstante, estableciendo la diferencia entre codificar y sistematizar, es

importante señalar que varios pueblos, particularmente el pueblo kichwa de

Cotopaxi ha comenzado a sistematizar el tema del derecho indígena así

como la practica y la teorización de la administración de justicia indígena,

situación que es vista como una actividad positiva dentro del proceso de

fortalecimiento organizativo y reconstrucción de pueblos.

Los ecuatorianos debemos estar muy claros que hablar, luchar, reivindicar y

defender el pluralismo jurídico "no debe significar dejar de lado el papel

central del poder del estado, así como la manera en que los ordenamientos

jurídicos se construyen mutuamente. (Por lo contrario), la imagen del

pluralismo jurídico puede (y debe) involucrar una idea de convivencia

armónica de los sistemas de regulación, cuando en realidad hay jerarquías

que atraviesan los campos sociales semiautónomos, como es el caso del

derecho del estado" (Sierra y Chenaut2002: 157).

De manera que, el pluralismo jurídico constituye un imperativo para todos los

ecuatorianos, porque implica aceptar la coexistencia de la diversidad jurídica

y fortalecer su aplicación y vigencia dentro de un marco intercultural y

pluricultural, de mutuo respeto y valoración. Pues, el reconocimiento

constitucional del derecho indígena reafirma la facultad para que las

autoridades indígenas puedan dirimir y resolver los distintos conflictos que

se presentan al interior de las jurisdicciones indígenas, conforme a las

normas, procedimientos y sanciones del sistema jurídico indígena.

Se debe considerar que las autoridades de los pueblos indígenas, cuando

administran justicia y resuelven los conflictos no deben actuar de manera

ilimitada; por ello, es necesario "regular el ejercicio del poder jurisdiccional

comunitario para prevenir y sancionar los casos de violación a los derechos

individuales, que no han sido históricamente consustanciales a los pueblos
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indígenas y que cuando se han presentado ha sido resultado de la crisis de

sus mecanismos de cohesión y control social en un marco creciente de

escasez de recursos" (Gómez: 2002:260)

En el presente trabajo se ha demostrado con suficientes fundamentos

doctrinarios y documentales que los pueblos y nacionalidades indígenas

ejercen la administración de justicia indígena, como la practica de sus usos y

costumbres que tienen que ver con su propia identidad, y más no como

muchas veces se ha catalogado como sinónimo de "salvajismo" o de

procesos "incivilizados" o "primitivos,,49 como lo vemos en el caso practico de

la comunidad la Cacha, creando un verdadero conflicto de jurisdicción y

competencia de parte de las autoridades judiciales de la provincia de

Cotopaxi. A pesar de que la norma Constitucional es muy clara en este

aspecto.

-t9 Fragmento tomado de los escritos de Lourdes Tibán, para algunos medios de comunicación
nacional e internacional, en el caso de la Administración de Justicia Indigena de la Cocha. "Una
amarga sensación de inseguridad jurídica", "penoso y escabroso, cuando la... costumbres
ancestrales vibran haciendo presente un pasado ambiguo y tenebroso superado a medias por la
claridad de una cultura civilizada", "¿A ellos quién los ordena Magistrados? ¿La tradición la
comuna, la vejez, la historia escrita en pedazos mudos renuentes a la memoria? ¿No valen las
universidades, el caudal sapiente de un mando que a paso acelerado marcha al conocimiento
ilustre de quienes superaron las cavernas, la tribu, el tótem, el tambor, la lanza, el mazo, la pira y
el holocausto de las viudas?" "¡hay del pueblo que se remite a lo empírico y se aparta de la luz de la
ciencia!" "delirios empíricos", "es obradamente contranatura permitir la vigencia de tribunales o
juzgados empíricos proclives al quebrantamiento de la Ley" (Frases tomadas del escrito de apelación
que hace el Fiscal Dr. Iván León Rodríguez, con fecha 13 de septiembre del 2002, respecto a la
Resolución de Nulidad que dictó el Juez Segundo de lo Penal de Cotopaxi, a favor de los indígenas de
la comunidad la Cocha, considerando que el caso fue juzgado y nadie puede ser juzgado dos veces por
la misma causa).

"Vosotros, como hombres de derecho, tenemos que aplicar la ley tal como está concebida. So
podemos (...) darle una interpretación extensiva y antojadiza (...) a pesar de constar como simple
enunciado en la Constitución Política de la República del Ecuador, la justicia indígena no está en
vigencia hasta este momento (...) El avance y las grandes transformaciones de la humanidad han sido
obra de espíritus selectos, de mentes brillantes y no de oportunidades. protagonistasy vanidosos (...)
Los pueblos de la tierra desde los albores de la humanidad han venido luchando para que los
principios y las normas de convivencia entre los hombres se v~'an perfeccionando, abandonando.
poco a poco, aquellas prácticas salvajes de hacer justicia, hasta llegar a través de mucho esfuerzo y
no pocas vicisitudes, a la justicia que hoy por hoy aplica todo pueblo civilizado (...) retornando, de
esta forma al primi tivismo que creíamos superado"(José Córdova Robert. Presidente de la Coste
Superior de Justicia de Cotopaxi. Carta enviada a la Corte Suprema con fecha 31 de octubre del 2002)
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Luego de sustentar teóricamente el derecho indígena, el presente trabajo

permite concluir que en las comunidades indígenas de Tigua existe un

derecho tradicional que permite regular, controlar y sancionar de acuerdo a

sus principios, usos y costumbres. Particularmente la administración de

justicia propia ha permitido consolidar la unidad de las 14 comunidades

frente a procesos como la convivencia pacífica.

En el pueblo kichwa de Cotopaxi, Tigua es una zona donde se podría aplicar

y constituir la figura de la circunscripción territorial indígena, y con la práctica

de la justicia garantizar el ejercicio de la autonomía en su interior, generando

mecanismos de control y poniéndolos en práctica. El reconocimiento de la

autonomía debe estar ligado a las costumbres, tradiciones, condiciones

económicas, geográficas y políticas de cada pueblo o comunidad.

Además del ejercicio de este derecho por parte de varias comunidades

indígenas de Tigua, sobresale la llamada "invención de la cotidianidad",

donde de manera objetiva, las costumbres, las fiestas, las lenguas, las

formas de administrar justicia constituyen el corpus propio de la cultura de

los pueblos; demostrándose así, cada comunidad o cada pueblo en alguna

parte, las formalidades a las cuales obedecen sus prácticas. (De Certeau

1998:27-28).

Desde una perspectiva histórica, el estudio de caso y los ejemplos prácticos

presentados demuestran que los pueblos, las nacionalidades y comunidades

indígenas se han desvinculado de sus interlocutores, no solamente para el

caso del "diálogo entre nación y el estado", sino, también para los casos

específicos de administración de justicia. Pues, a lo largo de la historia

republicana, los blanco-mestizos utilizaron a los indígenas como "peones

semióticos para sus propios intereses y para legitimar sus propios éxitos

económicos" (Muratorio: 1994:176).

El tema desarrollado coadyuva a manifestar que los pueblos y

nacionalidades indígenas han cambiado de imagineros y tienen sus propios
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interlocutores, como dice la prenombrada autora, "los tiempos han

cambiado, y los pueblos indígenas se están convirtiendo en sus propios

imagineros tanto en el escenario nacional como internaciona/"(Ibidem). Los

logros alcanzados en la Constitución Política, como las luchas y

reivindicaciones emprendidas año tras año, en aras de lograr condiciones

mejores para las colectividades indígenas expresan y ejemplifican esta

realidad; ya no son míticos ni imaginados, sino "han asumido su rol político

de agentes históricos y reclaman para sí mismos la revalorización o

reinvencion de su historia en la definición de su presente"(Ibid: 178),

cuestionando así, la estructura económica, social, cultural y sobre todo

política de la sociedad ecuatoriana desde 1990, año en el cual se

incorporaron al escenario político nacional.

El hecho más importante de este trabajo es que se evidencia cómo las

diversas colectividades indígenas puedan ser consideradas como distintas

"en función de generar procesos que permitan nivelar condiciones más

equitativas y su real reconocimiento en la diferencia"(Sánchez:1998: 122)

cuyo objetivo central debe ser el de reconocer y respetar los hechos, las

acciones y formas de vida particulares de los pueblos indígenas. Además, se

ha vislumbrado fehacientemente que, con los cambios jurídicos

sobrevenidos se ha estatuido el pluralismo jurídico y la posibilidad de su

desarrollo que constituye "un requisito social para la democratización, para la

comprensión intercultural, un requisito para el desarrollo de la educación

superior en general y para la eficiencia en la administración de la justicia"

(Ochoa:2002:168).

Con el desarrollo del tema, también se ha demostrado la existencia de un

problema aún no resuelto en el tema de la administración de justicia

indígena, relacionado con la determinación de competencias de autoridades

de la jurisdicción estatal y autoridades indígenas. A criterio de Esther

Sánchez este fenómeno es "el enfrentamiento que se da entre estos dos

grupos de sociedades en sus relaciones de poder, cristalizados y
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confrontados en el conocimiento y ordenamientos jurídicos".

(Sánchez, 1984:13) El interés e importancia que representa este tema, lo

hemos analizado en aras de coadyuvar al fortalecimiento "del sistema

jurídico indígena kichwa vigente en las resoluciones de conflictos de carácter

social al interior de los pueblos indígenas" (García y Saltos,2000:71).

Tanto las autoridades de los pueblos y nacionalidades indígenas del país

como las autoridades de la Función Judicial, deben ir sentando precedentes

prácticos sobre la administración de justicia indígena, a través de la

jurisprudencia, como una evidencia real de la existencia del control social,

donde tienen la "posibilidad de establecer normas que desarrollen valores

culturales generales, como la de aplicar estas normas para corregir las

desviaciones". (Sánchez,2000:63) Esta forma permitirá seguir manteniendo y

fortaleciendo como pueblos distintos y estos trabajos se constituirían en

"manifestaciones históricas de la existencia de otras culturas, de otros

sistemas de derechos propios"(ibidem).

Además, la jurisprudencia que se sienta tanto nacional como internacional

tiene una importancia muy particular, ya que, a través de ella se impulsa la

protección de los sistemas jurídicos particulares, las instituciones propias

como las asambleas, autoridades y formas organizativas, los derechos

territoriales como elementos fundamentales para su reafirmación como

colectividades con valores y culturas propias. De manera especial, los

precedentes jurisprudenciales serán de orientación para las futuras

resoluciones en casos similares, con carácter de obligatorias para todos,

como ha sido el espíritu de la resolución del Juez de lo Civil de Morona

Santiago, ratificado por el Tribunal Constitucional en el caso del Amparo

Constitucional ejercido por la nacionalidad Shuar contra la empresa petrolera

ARCO, en el bloque 24. (Chávez; 2002; 48-52)

En la misma línea anterior, es necesario que las colectividades indígenas

estén atentas, vigilantes y exijan el cumplimiento de las resoluciones de los

organismos internacionales que protegen los derechos indígenas. El ejemplo
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claro de esta realidad es aquel relacionado con el fallo de la Corte

Interamericana de Derechos Humanos de la OEA, sobre el caso de la

comunidad Mayagna Awas Tingni de Nicaragua50
, en el que establece las

obligaciones para todos los otros países que son miembros de la OEA, y da

una pauta internacional sobre el significado del derecho a la propiedad que

se afirma por otros acuerdos internacionales a los cuales el país debe

comprometerse. El fallo determina que "los Pueblos Indígenas tienen el

derecho colectivo a la propiedad de las tierras que han usado y habitado

tradicionalmente.

Este derecho a la propiedad se fundamenta en las leyes consuetudinarias de

los propios pueblos indígenas, y existe independientemente si cuentan o no

con el título del gobierno a sus tierras.

Los gobiernos deben reconocer este derecho a la propiedad y a establecer

los mecanismos para proteger y hacer cumplir este derecho de acuerdo con

el derecho, los usos y las prácticas tradicionales de los pueblos Indígenas.

Cuando los gobiernos autoricen el uso de las tierras y recursos naturales

indígenas sin consultar a los pueblos Indígenas o conseguir su

consentimiento, los gobiernos violan los derechos a la propiedad de los

Pueblos Indígenas y el derecho internacional.

Los pueblos Indígenas tienen el derecho colectivo a la protección legal de

sus tierras, y a la resolución puntual y efectiva de sus reivindicaciones a la

tierra por los gobiernos". (ibidem)

50 Los Awas Tingni son una comunidad indígena del Pueblo Mayagna que vive en la Costa Atlántica
de Nicaragua. En 1995, se enteraron que el gobierno nicaragüense iba a otorga a una compañía
coreana una licencia para talar bosques de sus tierras tradícionalcs sin su consentimiento. La
comunidad entabló una demanda ante las cortes de Nicaragua. Las Cortes nicaragüenses no abordaron
lo relativo a los derechos a la propiedad de la Comunidad, Los Awas Tingni presentaron su caso a la
Comisión lnteramericana de Derechos Humanos. El Gobierno de Nicaragua hizo caso omiso del fallo
de la Comisión. Por este motivo, la Comisión solicitó que la Corte Interamericana dc Derechos
Humanos revisara el caso de la comunidad. La Corte aceptó el caso, y falló a favor de la Comunidad
Awas Tingni el 31 de agosto de 200 l. (Tríptico del Centro de Recursos Jurídicos para los Pueblos
Indígenas . Impreso en enero 2002)
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4.2. Recomendaciones

, En lo futuro se requiere de una ley secundaria que establezca

claramente la jurisdicción y competencia de las autoridades

indígenas, que debe partir del respeto a las particularidades de cada

pueblo o nacionalidad, mas no de la imposición de patrones de

conductas universales que no consideran, ni respetan los derechos de

los pueblos indígenas a determinar un desarrollo propio como pueblos

distintos de la sociedad blanco-mestiza. En este punto ya se han dado

pasos importantes con la elaboración del borrador de Ley de

Administración de Justicia Indígena (hoy como la Ley de

Compatibilización y de Distribución de Competencias de la Justicia);

documento preparado por la Confederación de las Nacionalidades y

Pueblos Indígenas del Ecuador CONAIE, con la colaboración de

profesionales indígenas y no indígenas, instituciones como el

CODENPE, la Universidad Andina Simón Bolívar, autoridades

indígenas, redactado a partir de la recopilación de informaciones a

través de talleres efectuados con las bases y dirigentes, en el ámbito

local, provincial y nacional. El contenido de esta ley recoge las

aspiraciones y necesidades de las colectividades indígenas del país.

y es preciso que esta Ley adquiera las características de

consensuada, flexible, experimental y emitida a brevedad posible. En

definitiva, como señala Poveda, "se ha creado un ente jurídico propio

que salvaguarda todas sus convicciones y que protege el derecho de

acceder a su propia justicia, por lo tanto si ya se ha logrado lo más

delicado que es la imposición constitucional ahora les toca crear

simplemente un marco jurídico que se adecue a esta vieja aspiración"

(2002:15).

, Hasta que en algún momento una Ley de compatibilización y de

distribución de competencias en la administración de justicia sea
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aprobado por el Congreso Nacional, es necesario que en la

administración de justicia estatal y la indígena se observen y apliquen

las disposiciones del Convenio 169 de la O.I.T, el cual establece

claramente que al aplicar la legislación nacional a los pueblos

indígenas, debe tomar en consideración sus costumbres, establecer

procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en la

aplicación de este principio, respetar los métodos a los que los

pueblos interesados recurren tradicionalmente para la sanción de los

delitos cometidos por sus miembros, y deberá darse la preferencia a

tipos de sanciones distintos del encarcelamiento. (OIT Convenio

169:1989:4) Esto con el fin de respetar las autonorn ías y de que

prevalezcan los sistemas normativos propios de los pueblos y

nacionalidades indígenas; de esta manera se evitará que se sigan

vulnerando los derechos de las colectividades indígenas del país.

" Las jurisdicciones y competencias de los dos sistemas tienen que

respetarse; no es posible que los jueces de la Función Judicial

puedan sustraer un caso que por jurisdicción le corresponda a los

indígenas.¿Cuál es ese caso? Aquél donde se trata de una conducta

desde luego típica para ellos en territorio indígena, entre indígenas y

desde luego la sanción tendrá que ser la que corresponde porque tan

leyes la del sistema estatal oficial como la nuestra. (Mosquera de

Meneses.1997:281) Es decir, cuando los jueces tanto ordinarios como

indígenas conozcan de algún conflicto entre estas dos jurisdicciones

deben respetarse considerando que son de la misma jerarquía.

,., Es imperativo iniciar trabajos que aporten a la realización y adopción

de normas secundarias, como una forma de ejercicio de los derechos

colectivos, y más disposiciones legales que se refieren a las

colectividades indígenas. Particularmente, estos trabajos deben estar
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relacionados a establecer la aplicabilidad y vigencia de los distintos

sistemas jurídicos indígenas existentes en el país. En caso de la

provincia de Cotopaxi, es necesario realizar las investigaciones de

comunidad en comunidad, organización por organización,

estableciendo su existencia, grado de aplicación y vigencia actual de

este sistema jurídico, lo que permitirá fortalecer y desarrollar este

derecho particular. Claro, todo este trabajo deben ser guiados por las

autoridades de los pueblos indígenas, dirigentes de las

Organizaciones, miembros del cabildo, instituciones vinculados con

todo estos trabajos y de todos los que están dedicados a estas tareas.

,. De la misma forma, como concluye Vicente Cabedo 'junto con el

reconocimiento del pluralismo jurídico, también conviene incidir en la

impottencie del derecho de acceso a la jurisdicción estatal por parle

de los indígenas. En este sentido, deben reformarse los Códigos

Procesales para adecuarse a la realidad indígena, incorporando

instituciones como el peritaje antropológico o cultural, exigiendo en los

juicios de indígenas la presencia de traductores cualificados

conocedores de su cosmovision. etc. En gran medida, hace necesaria

una formación eficaz de todos los operadores jurídicos (jueces,

abogados, fiscales) en el espíritu y los procedimientos del pluralismo

para garantizar el derecho al acceso a la Jurisdicción estatal de los

indígenas y evitar situaciones de auténtica indefensión" (2002: 166).

)1'" Los pueblos indígenas del país en un futuro próximo deben

emprender un trabajo de investigación, comunidad por comunidad,

pueblo por pueblo y nacionalidad por nacionalidad, con el objetivo

principal de establecer y recoger las normas, los procedimientos y

castigos o sanciones utilizados en los procesos de juzqarniento; vale

decir, a fin de dar a conocer las formas propias de solución de

conflictos y coadyuvar en un mejor entendimiento intercultural y del

pluralismo jurídico en el país. Como expresan los estudiosos del tema
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se deben ir creando o elaborando etnografías jurídicas de cada

pueblo o nacionalidad indígena.

". Hay que definir de manera urgente el aspecto territorial

(circunscripciones indígenas), a fin de determinar hasta dónde rige la

jurisdicción y competencia de las autoridades indígenas en relación

con el sistema ordinario, cuál es su aplicación territorial y de qué

manera va a funcionar la autonomía al interior de ellas. Concomitante

a esto hay que fortalecer y promover el ejercicio de dichas

autonomías y el de sus autoridades.

". Si las autoridades judiciales del país no respetan los derechos de los

pueblos indígenas, se estaría contrariando el pluralismo jurídico

reconocido por la Constitución Política del Estado; como también, se

estaría vulnerando la permanencia, la existencia y la estructura social

de las colectividades indígenas. Por ello, es menester que los

Magistrados de la Corte Suprema, Cortes Superiores, Jueces,

Fiscales, funcionarios Judiciales, abogados, no duden de la existencia

de los pueblos e individuos indígenas ni de sus sistemas jurídicos

propios. Concomitante a esto es pertinente la toma de conciencia de

los cambios ocurridos en los ámbitos juridicos del país. De manera

que, cuando un proceso involucre a un indígena y llegue a estas

instancias, deben inhibirse de conocer el caso, con la consiguiente

devolución a la autoridad competente (autoridades indígenas), a fin de

ser tramitados y sancionados de acuerdo a los sistemas jurídicos

indígenas que les correspondan, coadyuvando así a la tan ansiada

autonomía de los pueblos y nacionalidades indígenas.
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'r Por el desconocimiento, desinformación y/o por desinterés en la

mayoría de los magistrados, jueces, funcionarios judiciales, abogados

y ciudadanía en general sobre los sistemas jurídicos indígenas, urge

emprender una campaña de difusión y socialización del tema a través

de las diferentes instancias públicas y privadas, foros académicos y

políticos, seminarios, conferencias, discusiones y debates; sólo de

esta forma los habitantes aportarán en el entendimiento intercultural,

respeto y fortalecimiento de los derechos.

,.. En este marco un papel importante debe jugar los abogados

indígenas en defender los derechos de los pueblos indígenas en

cualquier instancia, ya sea como acusadores o defensores, como

investigadores y socializadores; pues, no sería nada deseable que

sean ellos los primeros en contradecir a los derechos que con tanto

esfuerzo y luchas lograron se reconozcan.

,.. Es necesario difundir los estudios de casos prácticos, la

jurisprudencia nacional e internacional sobre la administración de

justicia indígena en los medios de comunicación locales, con las

organizaciones locales, regionales, nacionales e internacionales, con

los organismos gubernamentales y no gubernamentales y la sociedad

civil, particularmente aquellas instancias que trabajen sobre derechos

humanos y protección de los derechos colectivos, recursos naturales

y medio ambiente.

,.. Es imprescindible entablar demandas ante los tribunales y las cortes

del país en los casos de violación de los derechos colectivos de los

pueblos indígenas, como también ante los organismos internacionales

como la Comisión o la Corte Interamericana de los Derechos

Humanos, cuando los Estados no respeten ni hagan cumplir las

disposiciones constitucionales y normativas internacionales sobre los

derechos de las colectividades indígenas. Sólo de esta manera
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lograremos consolidar nuestra existencia futura como pueblos y

nacionalidades indígenas.

", Los pueblos y nacionalidades indígenas, a través de sus autoridades

deben emprender trabajos tendientes a sentar precedentes,

reclamando pronunciamientos a la Función Judicial, como en los

casos de muerte, ya que estos pasos esclarecerán y facilitarán la

solución de conflictos en cuanto a la jurisdicción, competencia y la

compatibilización de los dos sistemas planteados en la Constitución

Política.

, En el país es necesario que los pueblos, nacionalidades indígenas y

la sociedad nacional se instalen en un diálogo intercultural; vale decir,

entre autoridades de los pueblos indígenas, autoridades judiciales,

profesionales de derecho, estudiantes, medios de comunicación,

estudiantes, antropólogos, sociólogos, etc, como un espacio donde

las distintas posiciones se conciertan y extingan las imposiciones de

una cultura sobre la otra como lo ha sido hasta la actualidad. Por

supuesto, este diálogo debe basarse en la igualdad de condiciones,

reconocimiento y respeto de los derechos. De esta manera estarían

aportando al desarrollo de la interculturalidad, y éste no debe ser un

tema sólo para los indígenas sino involucrar a todos los actores

sociales, medios de comunicación, mestizos, etc., en todas las

instancias, en espacios públicos y privados.

'» Las instituciones educativas de todo nivel deben emprender reformas

en su sistema curricular, introduciendo temas relacionados con la

realidad diversa, multicultural y multiétnica del Ecuador.

Particularmente las instituciones de educación superior vinculadas

con la área de derecho, antropología, sociología y otras afines, deben

introducir temas relacionados con los sistemas jurídicos en sus

currículos, como por ejemplo: antropología y sociología jurídica,

peritaje antropológico, derecho indígena, derechos colectivos,
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derechos humanos, pluralismo jurídico, interculturalidad, etc. Con lo

cual estaría planteando retos importantes en la histórica académica

del país como por ejemplo:

"a) Mostrar la dimensión y la actualidad del derecho consuetudinario y

que este sea valorado en sus aulas;

b) Viabílizar apoyo a la apertura de un espacio de pluralismo jurídico

en la legislación nacional; y,

c) Continuar a un mejor conocimiento sobre este sector de la realidad

nacional".(Ochoa:2002: 168)

En este sentido es loable la implantación de una escuela de derecho

por la naciente Universidad Intercultural de las Nacionalidades

Indígenas, UINPI, cuya estructura académica ha dado preeminencia a

estos temas, constituyéndose de esta manera en la pionera en el país

en implementar una carrera de derecho que refleja, aborda los

sistemas jurídicos y el pluralismo jurídico en el país.

» En lo futuro, se espera que otros centros de estudio superior sigan los

pasos de esta universidad, como de la FLACSO y la Universidad

Andina Simón Bolívar, donde los estudiantes tienen la posibilidad de

estudiar temas relacionados con los indígenas y adentrarse en este

mundo de la interculturalidad. Además, es urgente que las

Universidades del país inicien la formación de intérpretes,

documenten las lenguas indígenas relacionados a temas jurídicos. En

este marco es muy importante recoger las recomendaciones

formuladas por la Comisión de Oficialización de las lenguas indígenas

de Guatemala, en el sentido que "en la formación de los recursos

humanos, las universidades asuman una responsabilidad

fundamental, implementando planes y programas de estudios para los

profesionales del derecho, acordes a la realidad multilingüe y

multicultural. La Comisión también recomienda que conocer una

lengua indígena y haber estudiado derecho consuetudinario serían
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requisitos mínimos para nombrar a los jueces y oficiales de la

administración de justicia" (ibid:83)

,. En aras de que los pueblos y nacionalidades indígenas del país

disfruten plenamente de los derechos humanos fundamentales, es

necesario mejorar los mecanismos de administración e

implementación de los pactos internacionales así como de las leyes

nacionales que protegen los derechos humanos

,. Como pueblos indígenas y por la negativa de los gobiernos de turno

en acoger e impulsar las reivindicaciones, y como dice Magdalena

Gómez, aun asistimos a una necesidad de "impulsar, en tiempo de

globalización, la reconstitución del Estado por lo que, puesto en esos

términos, su nivel no puede ser otro que el constitucional, el del

cuerpo de principios que reflejan derechos básicos y que definen y

organizan a la nación pluriculturaf' (2002:237).
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ANEXO 1
Resolución No.247-RA-OO-I.S. del Tribunal Constitucional
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Anexo 3

Denuncia:

En la ciudad de Quito, a los dos días del mes de enero del presente año dos

mil uno, a las nueve horas y treinta minutos, ante el Dr. Víctor Hugo Olmedo

Cabrera, Intendente General de Policía de Pichincha, e infrascrito Secretario

Ad-Hoc, comparece la señora FRANCISCA TIGASI VEGA, sin cédula de

ciudadanía al momento con el objeto de presentar la siguiente exposición la

misma que se le transcribe de conformidad con la ley, y DICE:

El día lunes que contábamos primero de enero del presente año dos mil uno,

entre las 14hOO, estaba tranquilamente en mí casa que lo tengo por el sector

del Nuevo Camal Metropolitano, Cooperativa Fodurma, de esta ciudad de

Quito, lugar en el cual habito juntamente con mi cónyuge Caetano Toaquiza

y mis hijos. Hasta dicho domicilio llegaron FRANCISCO TlGASI y su

cónyuge ZOILA TOAQUIZA, quienes sin que de nuestra parte hayamos

dado motivo de ninguna naturaleza, nos atacaron verbalmente y físicamente,

sin respetar que soy una mujer; el prenombrado FRANCISCO TlGASI, me

dio golpes de puño y puntapiés en todo mi cuerpo, motivo por el cual tengo

hematomas en las piernas, cabeza y resto de mi cuerpo, al igual que

también mi esposo fue agredido físicamente. Debo de manifestar, señor

Intendente, que son ya varias ocasiones que esta familia vienen

agrediéndonos, por el hecho de que, como son vecinos se les ha reclamado

en ocasiones anteriores de que aseguren sus animales que hacen daño en

nuestra propiedad; de todo esto ante su Autoridad ya presenté los debidos

escritos e inclusive por su mediación firmamos una acta de respetos mutuos,

pero no han hecho caso, según éstos dicen que las Autoridades no les

importa, de manera que ya son reincidentes en esta clase de agresiones

tanto verbales como físicas; a más de esto también a nuestros niños les han

agredido ingresando al interior del domicilio. Por lo expuesto solicito señor

Intendente, que se ordene el reconocimiento médico legal en mi persona y

de mi cónyuge, como también se me concedan las boletas de citación y de
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auxilio, a fin de que, una vez que comparezcan a su Despacho, se les

imponga la sanción que lo merecen y se les conmine a no continuar con las

agresiones y que respeten tanto a las personas como a la propiedad privada.

Con lo que se dio por terminada la presente diligencia, por no saber firmar

imprime su huella digital de su pulgar derecho, firmando a ruego el testigo

que suscribe junto con el señor Intendente y Secretario Ad-Hoc, que

certifica". (denuncia presentada ante la Intendencia General de Policía de

Pichincha)

EL INTENDENTE

AD-HOC.

LA COMPARECIENTE
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Anexo No 4

Entrevistas Realizadas

1. CUYO, Enrique. Presidente de la comunidad de Pactacpungo, ex

dirigente de la organización UNOCAT y ex dirigente del MICC. Tigua,

Septiembre del 2000

2. L1CTA, Hugo Olmedo. Ex presidente de la UNOCAT y presidente de

la comunidad de Yahuartoa 1999.2002. Latacunga, Agosto del 2000

3. L1CTA, Vega David. Ex presidente de las comunidades de Yahuartoa,

Sunirrumi y Chami Cooperativa. Tigua, Septiembre del 2000

4. MILLlNGALLE, Manuel. Ex presidente de la UNOCAT, MICC, ex

concejal del Cantón Pujilí y presidente de la comunidad de Chami

Cooperativa. Tigua, Mayo del 2000

5. TIGASI, Gabriel, secretario de la Parroquia Guangaje. Guangaje,

Enero del 2001

6. TOAQUIZA, Alfredo. Ex dirigente del MICC y presidente de la

comunidad de Chimbacucho. Tigua, 7 de julio del 2000.

7. TOAQUIZA, Bernardo. Ex presidente de la UNOCAT, ex dirigente del

MICC, ex presidente de la comunidad de Quiloa y actual dirigentes de

la UNOCAT (2002-2004). Tigua, Julio del 2002

8. TOAQUIZA, Manuel + (2001). Ex presidente de las comunidades de

Yahuartoa, Sunirrumi y Chami Cooperativa. Tigua, Septiembre del

2000

9. VEGA ILAQUICHE, José Manuel. Ex dirigente de la UNOCAT, ex

presidente de la comunidad de Niño Loma, ex dirigente del MICC yex

Asambleísta de la República (1997). Tigua, Agosto del 2000

10.VEGA PALLO, Ricardo. Ex dirigente de la comunidad de Sunirrumi,

ex teniente político de la Parroquia Guangaje. Guangaje, Enero del

2000

11.Cuatro Grupos Focales con los estudiantes, Dirigentes, autoridades,

etc. Tigua, Julio del 2000.
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